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A PROPÓSITO DE LA SUSPENSIÓN DE LA LICENCIA DEL PROYECTO TÍA MARÍA

SIN LICENCIA

LA SALIDA DEL REINO UNIDO DE LA UE

Votos y turbas

Contra las mayorías

Boris y el ‘brexit’ 
europeo

E l presidente Vizcarra 
propone adelantar las 
elecciones y 75% de los 
encuestados de Ipsos 
está a favor. Hay un so-

lo problema: la Constitución no le da 
ese poder al gobernante. Vizcarra y 
el 75% están en contra de la Consti-
tución.

Las Constituciones existen para 
establecer las reglas de juego para los 
gobiernos. La Constitución es Carta 
del Estado, no de este o aquel gobier-
no. La Constitución pone límites al 
poder, no es cheque en blanco.

El gobierno sostiene que no puede 
seguir gobernando. Señala que es absoluta-
mente necesario proceder al quebrantamiento 
de la Carta.

Alberto Fujimori dijo lo mismo en 1992. Ex-
plicó que no podía seguir gobernando y por 
eso disolvió el Congreso. El fujimorismo, en 
1993, modifi có el cierre legal de la Cámara de 
Diputados y creó la fi gura de la disolución del 
Congreso. 

Esta modifi cación constitucional trató, en 
realidad, de dar visos de legitimidad al golpe 
del 5 de abril. ¡Había “condiciones extraordi-
narias”!

Fujimori sostuvo, entonces, que no podía se-
guir gobernando. Dijo que el Congreso obstruía 
la política antiterrorista, entre otras. El 71% de 
encuestados (de Lima) aprobó la disolución 
del Congreso, según una encuesta de Apoyo, 
del 7 de abril.

Fujimori aprovechó el rechazo que se había 
ganado el Congreso de entonces. 

El golpista acusó a los parlamentarios de 

La prioridad política del excéntri-
co primer ministro inglés, Boris 
Johnson, es cumplir su promesa 
electoral de sacar a Gran Bretaña 
de la Unión Europea en consonan-

cia con el resultado del referéndum realizado el 
26 de junio del 2016. La realidad es que el ‘bre-
xit’ devoró a los anteriores primeros ministros y 
ahora se erige como el mayor desafío político y 
económico europeo de los tiempos modernos.

Para Johnson, Gran Bretaña dejará de ser 
parte de la Unión Europea el 31 de octubre 
próximo, sin importar las consecuencias, y sin 
pedir más extensiones de tiempo, como lo hizo 
en su momento Theresa May. En Bruselas sa-
ben bien que ahora las cosas son a otro precio. 
Johnson, a diferencia de sus antecesores, tiene 
la enérgica determinación política y el mandato 
popular de la mayoría del pueblo británico para 
poner fi n a la tormentosa membresía británica, 
que se inició tardíamente y en medio de un gran 
escepticismo, el 1 de enero de 1973.

Se abren así dos caminos mutuamente ex-
cluyentes. El Consejo Europeo decide flexi-
bilizar su posición y accede a renegociar con 
Johnson el acuerdo de retiro pactado con May, 
o se dejan las cosas como están y Gran Bretaña 
abandona el sueño europeísta el 31 de octubre. 
La primera opción luce bastante remota, dada 
la desconexión de los burócratas europeos, 
apoltronados en Bruselas, con los intereses y 
las preocupaciones británicas. Esta opción es 
igualmente improbable por la férrea posición 
de Johnson en contra de otra extensión del pla-
zo, defi nido según lo dispuesto en el artículo 50 
del Tratado de Lisboa, relativo al mecanismo de 
retiro unilateral y voluntario de un país miem-
bro de la Unión Europea.

Actualmente, el segundo escenario –salida 
sin acuerdo– parece más realista desde el pun-

to de vista político, 
pero mucho más 
dramático para el 
futuro europeo y 
de Gran Bretaña. 
La clave de este 
asunto se contrae, 

inicialmente, a los primeros cien días de gobier-
no de Johnson. Por ahora, el plan de contingen-
cia, denominado operación Martillo Amarillo, 
moviliza a cerca de 16.000 tecnócratas británi-
cos que buscan replicar los 36 acuerdos comer-
ciales que dejarían de operar a partir del 1 de no-
viembre próximo con la salida de Gran Bretaña.

Los 23 acuerdos comerciales que faltan son 
la cabeza del león británico en la materia, los 
cuales, muy probablemente, no estarán listos 
para fi nales de octubre. Tampoco parece po-
sible que Gran Bretaña pueda renegociar los 
tratados europeos vigentes en multiplicidad de 
temas como aduanas, competencia, comercio 
internacional, investigación nuclear, medio 
ambiente, asuntos políticos, seguridad regio-
nal, justicia y asuntos internos.

Además de la Ley de Notifi cación y Retiro, 
aprobada por el Parlamento inglés en el 2017, 
se requieren al menos otras diez leyes para el 
manejo interno del abandono del Tratado de 
Lisboa, que rige el espacio europeo, entre las 
cuales se encuentran pendientes asuntos vita-
les como agricultura y pesca; el funcionamien-
to de Londres como centro fi nanciero global, 
y la definición de las fronteras de Irlanda del 
Norte, Escocia y Gales.

Preocupa, asimismo, que solo una de cada 
cinco empresas se encuentra preparada para la 
salida de la Gran Bretaña de la Unión Europea, 
todo lo cual pone a temblar la estantería políti-
ca y económica mundial. El ‘brexit’ tuvo fácil la 
entrada, pero difícil la salida.

–Glosado y editado–

E sta semana se publica-
ron encuestas que fa-
vorecen ampliamen-
te el adelanto de las 
elecciones propuesto 

por el gobierno. Paralelamente, las 
protestas en Arequipa han llevado 
a la suspensión de un importante 
proyecto minero. En ese contexto, 
se ha reabierto el debate sobre el ti-
po de democracia que tenemos en 
el Perú. Para algunos, el presidente 
Martín Vizcarra está jugando a la 
democracia plebiscitaria cuando 
sostiene: “¿Por qué le tienen miedo 
al pueblo?”. Para otros, las protestas 
en Arequipa debían ser atendidas porque “el 
pueblo” está en contra del proyecto. Entre tan-
to, muchos congresistas reclaman que ellos son 
los auténticos representantes del “pueblo”. La 
verdad es que los tres argumentos tienen distin-
tas dosis de verdad y falacia.

La esencia de la democracia es el voto libre 
y universal. Sin embargo, dada la complejidad 
de una serie de temas, la democracia contem-
poránea es una democracia representativa. 
Pero este carácter representativo no implica 
que las autoridades electas pueden aislarse del 
pueblo, como si estuviésemos en la “república 
aristocrática” de hace un siglo, porque pierden 
legitimidad social. En los últimos tres años, por 
ejemplo, la ciudadanía ha estado reclaman-
do que el Ejecutivo haga una buena gestión y 
que el Congreso coopere con el Ejecutivo. Al 
percibir que no ha ocurrido ni lo uno ni lo otro, 
ahora muchos peruanos quieren “que se 
vayan todos”.

Las encuestas son una fuente de infor-
mación del sentir de la ciudadanía. Las ac-
titudes de la población son normalmente 
más emocionales que racionales y, sin du-
da, la mayoría carece de un conocimiento 
profundo de los hechos y sus implicancias; 
pero entre elección y elección las encues-
tas son una buena aproximación al sentir 
popular. Por eso es poco democrático des-
preciarlas o pretender que no se publiquen, 
pero también sería irresponsable acatarlas 
a pie juntillas, con un criterio populista.

Cuando ocurre un gran hecho polí-
tico, la prensa acude a las encuestas 
para saber qué piensa la gente. La 
tarea de periodistas y encuestadores 
es averiguarlo, estemos o no de acuer-
do. Así ocurrió en abril de 1992, con 
el autogolpe de Fujimori. La encuesta 
que me tocó hacer registraba que 80% 
estuvo de acuerdo, a pesar de lo cual me 
pronuncié públicamente en contra. Del 
mismo modo, el adelanto de eleccio-

ser indiferentes ante el reclamo de 
“austeridad, eficacia y seriedad en 
el trabajo legislativo, que ha hecho 
innumerables veces el ciudadano co-
mún y corriente”. Los acusó de holga-
zanería, irresponsabilidad y desidia.

Martín Vizcarra no es Alberto Fuji-
mori. No ha cometido un acto incons-
titucional. Ha hecho una propuesta, 
nomás. La propuesta, sin embargo, 
tiene carácter inconstitucional.

La Constitución vigente dice que 
el mandato de congresistas y plancha 
presidencial es de cinco años. El presi-
dente propone reducir ese mandato a 
cuatro y quebrantar, en ese alcance, 

el orden constitucional.
La mayoría de los encuestados está contra 

el Congreso y quiere deshacerse de él. Pero, 
¿quién puso ahí a esos congresistas? ¡La mayo-
ría del electorado del año 2016!

Tenemos, pues, un confl icto entre la mayoría 
del 2016 y la mayoría del 2019. ¿Cómo resolver 
ese confl icto?

Si para resolver el conflicto quebramos la 
Constitución ahora, la quebramos para siem-
pre. La Constitución no puede depender de los 
estados de opinión.

No podemos aceptar el principio de que no 
hay nada estable. No hay una Constitución para 
cada momento. Los gobiernos no pueden cam-
biar los mandatos a su criterio.

La mayoría debe tener un límite por encima 
de ella misma. Eso es un orden constitucional.

El presidente Vizcarra parecía interesado en 
las reformas políticas. El objetivo era dar bases 
más sólidas a las instituciones. Al persistir en 
su campaña contra la esencia de lo que es una 

nes propuesto por Vizcarra tiene el 
apoyo del 75%, según la encuesta 
de El Comercio-Ipsos. En mi opi-
nión, ese adelanto es lamentable 
porque llevará a un proceso elec-
toral cargado de improvisación, 
pero entiendo que, dado ese apoyo 
popular, ya es muy difícil mante-
ner el calendario original y es pro-
bablemente la salida menos mala 
a la crisis política.

Las protestas en las calles son 
también una expresión democrá-
tica. Solo en las dictaduras están 
prohibidas. Pero, a diferencia de 
las encuestas, no son necesaria-

mente representativas del conjunto de la pobla-
ción. En las marchas en Arequipa, por ejemplo, 
se estima que participaron siete mil personas. 
En la región Arequipa, hay más de un millón de 
electores. Es decir, marchó menos del 1% de la 
población adulta arequipeña. Como referencia, 
en las marchas que llevaron a la renuncia del 

“[Abdicar frente al chantaje] 
genera un precedente 

funesto en donde la acción 
de una minoría extremista 

consigue sus objetivos 
mediante la violencia”.

“El ‘brexit’ tuvo 
fácil la entrada, 

pero difícil la 
salida”.

La esencia de la democracia es el voto libre 
y universal. Sin embargo, dada la complejidad 
de una serie de temas, la democracia contem-
poránea es una democracia representativa. 
Pero este carácter representativo no implica 
que las autoridades electas pueden aislarse del 
pueblo, como si estuviésemos en la “república 
aristocrática” de hace un siglo, porque pierden 
legitimidad social. En los últimos tres años, por 
ejemplo, la ciudadanía ha estado reclaman-
do que el Ejecutivo haga una buena gestión y 
que el Congreso coopere con el Ejecutivo. Al 
percibir que no ha ocurrido ni lo uno ni lo otro, 
ahora muchos peruanos quieren “que se 

Las encuestas son una fuente de infor-
mación del sentir de la ciudadanía. Las ac-
titudes de la población son normalmente 
más emocionales que racionales y, sin du-
da, la mayoría carece de un conocimiento 
profundo de los hechos y sus implicancias; 
pero entre elección y elección las encues-
tas son una buena aproximación al sentir 
popular. Por eso es poco democrático des-
preciarlas o pretender que no se publiquen, 
pero también sería irresponsable acatarlas 
a pie juntillas, con un criterio populista.

Cuando ocurre un gran hecho polí-
tico, la prensa acude a las encuestas 
para saber qué piensa la gente. La 
tarea de periodistas y encuestadores 
es averiguarlo, estemos o no de acuer-
do. Así ocurrió en abril de 1992, con 
el autogolpe de Fujimori. La encuesta 
que me tocó hacer registraba que 80% 
estuvo de acuerdo, a pesar de lo cual me 
pronuncié públicamente en contra. Del 
mismo modo, el adelanto de eleccio-

en las marchas que llevaron a la renuncia del 
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Constitución, queda claro que no apuesta 
por la estabilidad institucional.

Cambiar las reglas de juego a mitad de 
camino es lo contrario a esa estabilidad ins-
titucional. Es lo contrario a la seguridad ju-
rídica y a los valores que sostienen el Estado 
de derecho.

¿Vamos a enseñar a los niños que no im-
porta que pierdan un juego porque pueden 
cambiar las reglas de juego? ¿Vamos a ense-
ñarles que lo que tienen que conseguir es la 
simpatía del público y no el respeto discipli-
nado de las reglas del juego?

Eso es como si dijéramos a los atletas: no 
se esfuercen en saltar o correr bien. Busquen 
el aplauso de las graderías. Ganarán por los 
‘likes’ de la gente, no porque hicieron bien 
algo dentro de los límites fi jados al inicio de 
la competencia.

Vizcarra ha propuesto al Congreso la re-
forma constitucional. La mera formalidad 
no hace legal la propuesta. Aprovecharse del 
rechazo popular al Congreso es demasiado 
parecido a intervenir con la fuerza.

El pecado mortal del fujimorismo es acep-
tar el golpe de Estado de 1992. Ellos dicen 
que se dieron “condiciones extraordinarias”. 
Aseguran que esas condiciones no se darán 
nunca más.

El fujimorismo, por supuesto, se equivo-
ca. Ni siquiera las “condiciones extraordi-
narias” de 1992 justifi caron el golpe. ¿O sí?

Tampoco las “condiciones extraordina-
rias” de hoy justifi can el quebrantamiento 
de los mandatos. ¿O sí?

Necesitamos Constitución por encima de 
las mayorías. Necesitamos, simplemente, 
Estado de derecho.
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gobernador de Puerto Rico hace dos sema-
nas participaron medio millón de personas, 
el 20% de la población adulta de toda la isla. 

Así como puede haber elecciones frau-
dulentas, también hay marchas de protesta 
fraudulentas, donde a falta de un apoyo ma-
sivo se recurre a la violencia para que estas 
no pasen desapercibidas. Estas son los lla-
mados “paros indefi nidos”, que se sostienen 
mediante bloqueos de carreteras o marchas 
con palos y piedras, donde se atenta contra 
la propiedad pública y privada y se aterroriza 
a la población.  

No es fácil enfrentar una protesta violen-
ta. Se requiere mucha labor de inteligencia 
policial para identificar y denunciar a los 
vándalos. Sin embargo, para restablecer el 
orden o abrir una vía bloqueada es necesa-
rio y legítimo usar la fuerza pública y eso 

puede ocasionar víctimas mortales. Eso es 
lo que buscan los agitadores de extrema 

izquierda, que aspiran a capitalizar 
las protestas para “agudizar las con-
tradicciones”. Pero abdicar frente al 
chantaje es mucho peor. Genera un 
precedente funesto en donde la acción 

de una minoría extremista consigue sus 
objetivos mediante la violencia.
El célebre politólogo Robert Dahl de-

cía que en el mundo moderno la democra-
cia tiende a ser una poliarquía, o gobierno 
de muchos, donde los ciudadanos pueden 
participar de diversas maneras en la agenda 
pública. El concepto parte de la observación 
de que en las democracias existen, además 

de los partidos, otros actores como 
múltiples asociaciones, prensa libre 
y opinión pública. Por eso, la necesi-
dad del diálogo y de saber escuchar. 
Pero una cosa es buscar solucionar 
los confl ictos mediante el diálogo y 

otra ceder ante la turba. Cuando ello 
ocurre, se corre el riesgo de pasar de 

la poliarquía a la anarquía, y no hay 
progreso posible sin respeto a la ley y a 

la autoridad.

*El autor es presidente ejecutivo de Ip-
sos Perú


